
REF.:   VERBAL – SERVIDUMBRE  (  Ley  56 de 1981 ) 

RAD.: No. 2021-00051-00 

 

 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE SINCELEJO 

Sincelejo (Sucre), primero (1) de julio del año dos mil veintiuno (2021) 

 

Procedente del reparto se recibió la demanda VERBAL de IMPOSICION DE 

SERVIDUMBRE, presentada por la persona jurídica BLACK ORCHID SERVICIOS 

PUBLICOS S.A.S. E.S.P., prestadora del servicio público domiciliario de 

generación y comercialización de energía eléctrica, mediante apoderado judicial 

Dr. Antonio José Gómez Villamil, contra la persona natural VICTORIANO 

MERCADO MENDOZA, propietario del bien inmueble sirviente identificado con el 

F.M.I. 340-5935 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Sincelejo, 

ubicado en Guayabal – Santa Fe, jurisdicción del municipio de Coveñas - Sucre 

llamado VILLA MIRNA y por ende titular del derecho real principal, así mismo 

contra las personas jurídicas  OLEODUCTO DE COLOMBIA S.A. y OLEODUCTO 

CENTRAL S.A. que tienen constituidas otras servidumbres en su favor, de la que 

se procede a su estudio para definir sobre su eventual admisión. 

 

Se trata de un proceso que por una parte se rige por las normas procesales de la 

Ley 56 de 1981 artículos 25 y siguientes, por remisión expresa del artículo  117 de 

la Ley 142 de 1994, y por otra las del C.G.P..  

 

Para determinar el factor de competencia por cuantía en vigencia del C.G.P., debe 

tenerse en cuenta lo establecido en el artículo 17, 18, 20, 25 y 26 que en lo 

pertinente indican: 

“ARTÍCULO 17. COMPETENCIA DE LOS JUECES CIVILES MUNICIPALES EN ÚNICA INSTANCIA. Los 

jueces civiles municipales conocen en única instancia: 

1. De los procesos contenciosos de mínima cuantía, incluso los originados en relaciones de naturaleza 

agraria, salvo los que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa. 

(…) 

PARÁGRAFO. Cuando en el lugar exista juez municipal de pequeñas causas y competencia múltiple, 

corresponderán a este los asuntos consagrados en los numerales 1, 2 y 3. 
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ARTÍCULO 18. COMPETENCIA DE LOS JUECES CIVILES MUNICIPALES EN PRIMERA INSTANCIA. Los 

jueces civiles municipales conocen en primera instancia: 

1. <Inciso corregido por el artículo 1 del Decreto 1736 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> De los 

procesos contenciosos de menor cuantía, incluso los originados en relaciones de naturaleza agraria, salvo los 

que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa. 

(…) 

“ARTÍCULO 20. COMPETENCIA DE LOS JUECES CIVILES DEL CIRCUITO EN PRIMERA INSTANCIA. 

Los jueces civiles del circuito conocen en primera instancia de los siguientes asuntos: 

1. <Inciso corregido por el artículo 2 del Decreto 1736 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> De los 

contenciosos de mayor cuantía, incluso los originados en relaciones de naturaleza agraria salvo los que le 

correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa. 

(…) 

 

“ARTÍCULO 25. CUANTÍA. Cuando la competencia se determine por la cuantía, los procesos son de mayor, 

de menor y de mínima cuantía. 

Son de mínima cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que no excedan el equivalente a 

cuarenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (40 smlmv). 

Son de menor cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que excedan el equivalente a 

cuarenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (40 smlmv) sin exceder el equivalente a ciento 

cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (150 smlmv). 

Son de mayor cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que excedan el equivalente a ciento 

cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (150 smlmv). 

El salario mínimo legal mensual a que se refiere este artículo, será el vigente al momento de la presentación 

de la demanda. 

Cuando se reclame la indemnización de daños extrapatrimoniales se tendrán en cuenta, solo para efectos de 

determinar la competencia por razón de la cuantía, los parámetros jurisprudenciales máximos al momento de 

la presentación de la demanda.” 

 

ARTÍCULO 26. DETERMINACIÓN DE LA CUANTÍA. La cuantía se determinará así: 

(…) 

7. En los procesos de servidumbres, por el avalúo catastral del predio sirviente.  

(…)” 

 

Para el presente año, el salario mínimo legal mensual vigente se fijó en 

$908.526,oo, con lo que el tope de los 150 para determinar el punto de corte de la 

competencia de jueces municipales o de circuito es de $136’278.900,oo.  
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A la demanda se aporta el certificado de Tradición y Libertad del predio a afectar 

con el gravamen identificado con F.M.I. 340-5935, en el que se establece que 

desde su apertura tiene un área de 10 hectáreas más 2.500 m2 [102.500 m2]; 

también se aporta la factura del impuesto predial del bien identificado con cédula 

catastral  anterior 70221-00-02-0001-0016-000 y actual 70221-00-02-00-00-0001-

0016-00-0-00-00-0000 expedida por la administración municipal de Coveñas que 

refleja avalúo por  $209’629.000,oo para un área de 21 hectáreas más 1760 m2 

[211.760 m2] 

 

De la información anterior, se puede determinar que el avalúo del inmueble 

referido en la demanda a afectar, debe corresponde al área que esta legalizada, el 

cual se define con la regla de tres simple, que si 211.760 m2 valen catastralmente 

$209’629.000,oo, 102.500 m2 cuanto valen, cuyo resultado es $101’468.513,88, 

valor este que constituye la cuantía y no supera el monto mínimo equivalente a 

150 SMLMV, para que sea de competencia de jueces de circuito y queda por ende 

en cabeza de Juez Municipal, conocer de este asunto, que específicamente debe 

serlo el Promiscuo Municipal de Coveñas (Sucre) por la ubicación del inmueble.   

 

Para determinar el curso del presente proceso se debe tener en cuenta  lo 

establecido en el artículo 90 del C.G.P. que señala: 

“ARTÍCULO 90. ADMISIÓN, INADMISIÓN Y RECHAZO DE LA DEMANDA. El juez admitirá la demanda que 

reúna los requisitos de ley, y le dará el trámite que legalmente le corresponda aunque el demandante haya 

indicado una vía procesal inadecuada. En la misma providencia el juez deberá integrar el litisconsorcio 

necesario y ordenarle al demandado que aporte, durante el traslado de la demanda, los documentos que 

estén en su poder y que hayan sido solicitados por el demandante. 

El juez rechazará la demanda cuando carezca de jurisdicción o de competencia o cuando esté vencido 

el término de caducidad para instaurarla. En los dos primeros casos ordenará enviarla con sus anexos 

al que considere competente; en el último, ordenará devolver los anexos sin necesidad de desglose. 

(…)”. 

Conforme lo analizado, debe rechazarse la demanda por falta de competencia en 

razón a la cuantía de este Juzgado Civil del Circuito, y remitirse al Juzgado 

Promiscuo Municipal de Coveñas a donde radica por tal factor al tratarse de 

asunto de menor cuantía y el lugar de ubicación del inmueble, despacho que 

seguramente y entre otros aspectos determinará previamente la ubicación real del 

inmueble indicado en la demanda y si ciertamente por el pasará la red origen de la 

servidumbre, al no resultar coincidente la información que reposa en el I.G.A.C. 

que suministra los datos al municipio para efectos de impuesto predial, además de 
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los requisitos de este tipo de demandas tanto los de normas especiales como las 

del C.G.P. y las dadas en esta época de pandemia. 

 

EN CONSECUENCIA EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE SINCELEJO, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO:  RECHAZAR por falta de competencia por cuantía, la demanda 

formulada por la persona jurídica BLACK ORCHID SERVICIOS PUBLICOS 

S.A.S. E.S.P., prestadora del servicio público domiciliario de generación y 

comercialización de energía eléctrica, mediante apoderado judicial Dr. Antonio 

José Gómez Villamil, contra la persona natural VICTORIANO MERCADO 

MENDOZA, conforme a lo considerado en este proveído. 

 

En caso de haberse constituido el depósito judicial por el demandante, tramítese la 

puesta a disposición del juzgado asignado como competente. 

 

SEGUNDO:   REMITASE la demanda y sus anexos al Juzgado Promiscuo 

Municipal de Coveñas por ser el competente para conocerla. 

 

Repórtese la novedad  la Oficina Judicial para la compensación a que haya lugar. 

 

TERCERO: Reconocer al Abogado Doctor Antonio José Gómez Villamil, 

identificado con la C.C. 1.140.887.027 de Sincelejo y T.P. 349.005 del C. S. de la 

J., como apoderado judicial de la Sociedad demandante BLACK ORCHID 

SERVICIOS PUBLICOS S.A.S. E.S.P., identificada con NIT 901.409.748-6, dentro 

del presente proceso, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

________________ 

Marco Normativo 

LEY 142 DE 1994 

(julio 11) 

Diario Oficial No. 41.433 de 11 de julio de 1994 

SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS 
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por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras 

disposiciones. 

DEFINICIONES ESPECIALES 

ARTÍCULO 14. DEFINICIONES. Para interpretar y aplicar esta Ley se tendrán en cuenta 

las siguientes definiciones: 

14.25. SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA. Es el transporte 

de energía eléctrica desde las redes regionales de transmisión hasta el domicilio del 

usuario final, incluida su conexión y medición. También se aplicará esta Ley a las 

actividades complementarias de generación, de comercialización, de transformación, 

interconexión y transmisión. 

ARTÍCULO 33. FACULTADES ESPECIALES POR LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS 

PÚBLICOS. Quienes presten servicios públicos tienen los mismos derechos y 

prerrogativas que esta Ley u otras anteriores, confieren para el uso del espacio público, 

para la ocupación temporal de inmuebles, y para promover la constitución de 

servidumbres o la enajenación forzosa de los bienes que se requiera para la prestación 

del servicio; pero estarán sujetos al control de la jurisdicción en lo contencioso 

administrativo sobre la legalidad de sus actos, y a responsabilidad por acción u omisión 

en el uso de tales derechos. 

ARTÍCULO 57. FACULTAD DE IMPONER SERVIDUMBRES, HACER OCUPACIONES 

TEMPORALES Y REMOVER OBSTÁCULOS. Cuando sea necesario para prestar los 

servicios públicos, las empresas podrán pasar por predios ajenos, por una vía aérea, 

subterránea o superficial, las líneas, cables o tuberías necesarias; ocupar temporalmente 

las zonas que requieran en esos predios; remover los cultivos y los obstáculos de toda 

clase que se encuentren en ellos; transitar, adelantar las obras y ejercer vigilancia en 

ellos; y, en general, realizar en ellos todas las actividades necesarias para prestar el 

servicio. El propietario del predio afectado tendrá derecho a indemnización de acuerdo a 

los términos establecidos en la Ley 56 de 1981, de las incomodidades y perjuicios que ello 

le ocasione. 

<Ver Notas de Vigencia, en relación con los textos subrayados> Las líneas de transmisión 

y distribución de energía eléctrica y gas combustible, conducciones de acueducto, 

alcantarillado y redes telefónicas*, podrán atravesar los ríos, caudales, líneas férreas, 

puentes, calles, caminos y cruzar acueductos, oleoductos, y otras líneas o conducciones. 

La empresa interesada, solicitará el permiso a la entidad pública correspondiente; si no 

hubiere ley expresa que indique quien debe otorgarlo, lo hará el municipio en el que se 

encuentra el obstáculo que se pretende atravesar. 

ARTÍCULO 117. LA ADQUISICIÓN DE LA SERVIDUMBRE. La empresa de servicios 
públicos que tenga interés en beneficiarse de una servidumbre, para cumplir su objeto, 
podrá solicitar la imposición de la servidumbre mediante acto administrativo, o promover 
el proceso de imposición de servidumbre al que se refiere la Ley 56 de 1981.   

________________________ 

LEY 56 DE 1981 

(Septiembre 1) 

Reglamentada Parcialmente por el Decreto Nacional 1324 de 1995 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=9602#0
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por la cual se dictan normas sobre obras públicas de generación eléctrica, y acueductos, 
sistemas de regadío y otras y se regulan las expropiaciones y servidumbres de los bienes 

afectados por tales obras. 

CAPÍTULO II 

Procedimiento para servidumbres. 

Artículo 25º.- La servidumbre pública de conducción de energía eléctrica establecida por 
el articulo 18 de la Ley 126 de 1938, supone para las entidades públicas que tienen a su 
cargo la construcción de centrales generadoras, líneas de interconexión, transmisión y 
prestación del servicio público de distribución de energía eléctrica, la facultad de pasar por 
los predios afectados, por vía aérea subterránea o superficial, las líneas de transmisión y 
distribución del fluido eléctrico, ocupar las zonas objeto de la servidumbre, transitar por los 
mismos, adelantar las obras, ejercer la vigilancia, conservación y mantenimiento y 
emplear los demás medios necesarios para su ejercicio. 

Artículo 26º.- En el trazado de la servidumbre a que se refiere la presente Ley, se 
atenderá a las exigencias técnicas de la obra. 

Artículo 27º.- Modificado por el art. 5, Decreto Nacional 884 de 2017. Corresponde a la 
entidad de derecho público que haya adoptado el respectivo proyecto y ordenado su 
ejecución, promover en calidad de demandante los procesos que sean necesarios para 
hacer efectivo el gravamen de servidumbre de conducción de energía 
eléctrica. Ver Decreto Nacional 2024 de 1982 

Sin perjuicio de las reglas generales contendidas en los libros 1 y 2 del Código de 
Procedimiento Civil, que le serán aplicables en lo pertinente, el proceso de servidumbre 
de conducción de energía eléctrica se sujetará a las siguientes reglas: 

l. A la demanda se adjuntará el plano general en que figure el curso que habrá de 
seguir la línea objeto del proyecto con la demarcación específica del área, 
inventario de los daños que se causen, con el estimativo de su valor realizado por 
la entidad interesada en forma explicada y discriminada, que se adjuntará al acta 
elaborada al efecto y certificado de tradición y libertad del predio. 

Es aplicable a este proceso, en lo pertinente, el artículo 19 de la presente Ley. 

(Artículo 19º.- En el evento contemplado en el artículo 457 del C. de P.C. y previa la 
consignación de la suma que allí se habla, el juez decretará la entrega material del 
inmueble a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a la presentación de la 
respectiva solicitud. Esta deberá practicarse dentro de los diez (10) días siguientes por el 
mismo juez que la hubiere decretado, quien por lo tanto no podrá comisionar para ello. 

El auto que niegue la entrega anticipada, podrá ser recurrido en reposición o apelación y 
esta última se concederá en el efecto devolutivo.) 

 

2. Con la demanda, la entidad interesada pondrá a disposición del juzgado la 
suma correspondiente al estimativo de la indemnización. 

3. Una vez admitida la demanda, se correrá traslado de ella al demandado por el 
término de tres (3) días. 

4. Si dos (2) días después de proferido el auto que ordena el traslado de la 
demanda ésta no hubiere podido ser notificada a los demandados, se procederá a 
emplazarlos en la forma indicada en el inciso 2 del artículo 452 del Código de 
Procedimiento Civil. 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=69319#5
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=1226#1
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5. Sin perjuicio del deber del juez de abstenerse de proferir sentencia de fondo en 
los casos previstos por la ley, en este proceso no pueden proponerse 
excepciones. 

Articulo 28º. El juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 
presentación de la demanda, practicará una inspección judicial sobre el predio afectado y 
autorizará la ejecución de las obras, que de acuerdo con el proyecto sean necesarias para 
el goce efectivo de la servidumbre. 

En la diligencia, el juez identificará el inmueble y hará un examen y reconocimiento de la 
zona objeto del gravamen. 

____________________________ 

DECRETO 798 DE 2020 

(Junio 4) 

 "Por el cual se adoptan medidas para el sector minero-energético en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica ordenada mediante Decreto 

637 del 6 de mayo de 2020" 

ARTÍCULO  7. Lo dispuesto en este artículo aplicará durante el término de la Emergencia 
Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social con ocasión de la 
pandemia derivada del Coronavirus COVID - 19. 

 Modifíquese el artículo 28 de la Ley 56 de 1981, el cual quedará así: 

 "ARTÍCULO 28. Con base en los documentos aportados con la demanda, señalados en 
el numeral 1º del artículo 27 de esta Ley, el Juez autorizará con el auto admisorio de la 
demanda, mediante decisión que no será susceptible de recursos, el ingreso al predio y la 
ejecución de las obras que, de acuerdo con el plan de obras del proyecto presentado con 
la demanda, sean necesarias para el goce efectivo de la servidumbre, sin necesidad de 
realizar inspección judicial. 

 La autorización del juez para el ingreso y ejecución de obras deberá ser exhibida a la 
parte demandada y/o poseedora del predio, por la empresa encargada del proyecto, en 
visita al predio para el inicio de obras. 

Será obligación de las autoridades policivas competentes del lugar en el que se ubique el 
predio, garantizar el uso de la autorización por parte del ejecutor del proyecto. Para tal 
efecto, la empresa encargada del proyecto solicitará al juzgado la expedición de copia 
auténtica de la providencia que, y un oficio informándoles de la misma a las autoridades 
de policía con jurisdicción en el lugar en que debe realizarse la entrega, para que 
garanticen la efectividad de la orden judicial". 

PARÁGRAFO 1. Durante el término de la Emergencia Sanitaria declarada por el 
Ministerio de Salud y Protección Social con ocasión de la pandemia derivada del 
Coronavirus COVID - 19, mediante documento escrito, suscrito por la entidad y el titular 
inscrito en el folio de matrícula, el poseedor regular o los herederos determinados del 
bien, podrá pactarse un permiso de intervención voluntario del inmueble objeto de 
adquisición o servidumbre. El permiso será irrevocable una vez se pacte. 

Con base en el acuerdo de intervención suscrito, la entidad deberá iniciar el proyecto de 
infraestructura de energía eléctrica o de transporte de gas combustible. 

Lo anterior, sin perjuicio de los derechos de terceros sobre el inmueble los cuales no 
surtirán afectación o detrimento alguno con el permiso de intervención voluntaria, así 
como el deber del responsable del proyecto de infraestructura de energía eléctrica o de 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=279#28
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transporte de gas combustible de continuar con el proceso de enajenación voluntaria, 
expropiación o servidumbre, según corresponda. 

 PARÁGRAFO 2. Durante el mismo término al que se refiere el parágrafo anterior, con 
ocasión de la pandemia derivada del Coronavirus COVID-19, la calificación a la que se 
refiere el artículo 17 de la Ley 56 de 1981, para proyectos de energía, será dada por 
resolución del Ministerio de Minas y Energía. Sin perjuicio de lo anterior, este ministerio o 
la entidad que este defina podrá expedir la certificación de existencia del proyecto para 
efectos de publicidad y coexistencia de proyectos, siempre que la solicitud cumpla con los 
requisitos que establezca el Ministerio de Minas y Energía. 

Artículo 29º.- Cuando el demandado no estuviere conforme con el estimativo de los 
perjuicios, podrá pedir dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del auto 
admisorio de la demanda, que por peritos designados por el juez se practique avalúos de 
los daños que se causen y tasen la indemnización a que haya lugar por la imposición de 
la servidumbre. Los peritos se nombrarán conforme a lo indicado en el articulo 21 de esta 
Ley. 

Artículo 30º- Al poseedor o tenedor del predio gravado no le es permitido realizar en éste, 
acto y obra alguna que pueda perturbar, alterar, disminuir, hacer incómodo o peligroso el 
ejercicio de la servidumbre de conducción de energía eléctrica, tal como ésta haya 
quedado establecida, según los planos del proyecto respectivo. Si por razón de nuevas 
circunstancias fuere necesario introducir variaciones en el modo de ejercer la 
servidumbre, el poseedor o tenedor del predio gravado está obligado a permitirlas, pero 
quedará a salvo su derecho de exigir la indemnización por los daños que tales variaciones 
le cause. 

Artículo 31º.- Con base en los estimativos, avalúos, inventarios o pruebas que obren en 
el proceso, el juez dictará sentencia, señalará el monto de la indemnización y ordenará su 
pago. 

Si en las sentencia se fijare una indemnización mayor que la suma consignada, la entidad 
demandante deberá consignar la diferencia en favor del poseedor o tenedor del predio, y 
desde la fecha que recibió la zona objeto de la servidumbre hasta el momento en que 
deposite el saldo, reconocerá intereses sobre el valor de la diferencia, liquidados según la 
tasa de interés bancario corriente en el momento de dictar la sentencia. 

Artículo 32º.- Cualquier vacío en las disposiciones aquí establecidas para el proceso de 
la imposición de la servidumbre de conducción de energía eléctrica, se llenará con las 
normas de que habla el Título XXII, Libro 2 del Código de Procedimiento Civil. 

Artículo 32 A.- Adicionado por el art. 52, Ley 1753 de 2015. 

CAPÍTULO III 

Otras disposiciones, aplicación y vigencia. 

Artículo 33º.- Los poseedores y tenedores de predios están obligados a permitir el 
acceso a ellos a las entidades del sector eléctrico y demás de que trata esta Ley para 
practicar estudios, levantar planos y proyectos. 

La persona que se negare a permitir este acceso, a solicitud de la entidad interesada será 
conminada por el Alcalde del Municipio donde estuviere ubicado el inmueble, bajo multas 
sucesivas de $1.000.00 a $10.000.00. La entidad en cuyo favor se otorgare el permiso, 
indemnización al propietario los daños que le cause. 

Parágrafo.- El Gobierno autorizará anualmente el valor de las multas de acuerdo con las 
variaciones de los índices del costo de la vida, certificados por el DANE. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=279#17
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=61933#0
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Artículo 34º.- Las disposiciones de esta Ley se aplicarán, en lo pertinente, a las obras 
que estén en construcción al entrar en vigencia. 

Pero aquellas obligaciones de cumplimiento anticipado a que se refieren los artículos 5 y 
6 y que por efectos del tiempo no fuere posible cumplir en las oportunidades previstas, 
deberán cumplirse dentro de los dieciocho (18) meses siguientes a la promulgación de 
esta Ley. 

Parágrafo.- Lo dispuesto en el ordinal a) del artículo 4 de esta Ley, sobre compensación 
de impuesto predial, es aplicable, a partir de su promulgación, a favor de los municipios y 
en cuya jurisdicción existen las obras a que esa disposición se refiere. 

Artículo 35º.- Las relaciones que surjan entre los municipios y las entidades públicas y 
privadas que adelanten explotaciones de canteras o de minas a cielo abierto, o de minas 
de aluvión se sujetarán, en lo pertinente y de acuerdo con la reglamentación que haga el 
Gobierno a las disposiciones del Título 1 de la presente Ley. 

Artículo 36º.- La presente Ley regirá á partir de su publicación en el Diario Oficial y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

Firmado Por:

 

 

CARLOS EDUARDO CUELLAR MORENO 

JUEZ 

JUEZ  - JUZGADO 002 DE CIRCUITO CIVIL DE LA CIUDAD DE SINCELEJO-SUCRE
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